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Nota Explicativa:
El presente documento consolida y sistematiza las observaciones y comentarios de los Estados miembros de la OEA al anteproyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y toda Forma de Discriminación e Intolerancia, formulados hasta el 31 de octubre de 2006, a saber, Argentina (CAJP/GT/RDI-31/06), Costa Rica (CAJP/GT/RDI-31/06 add.1), y México (CAJP/GT/RDI-31/06 add.2. El documento se divide en una sección de comentarios generales y en otra sección que presenta el anteproyecto en su forma original juntos con los comentarios que realizaron los Estados miembros a los artículos específicos del texto.
Comentarios Generales de los Estados Miembros

ARGENTINA: Hasta ahora, el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH) no cuenta con un instrumento regional que proteja contra el racismo y la discriminación. Por ello, la norma especial común en la región es la Convención Internacional para la Eliminación de Toda Forma de Discriminación Racial (CERD) que vincula a 32 de los 34 estados miembros de la OEA. Por lo tanto, en la búsqueda de estándares que superen los del CERD, cualquier proyecto debe considerar que su  piso  está dado por las disposiciones de la convención mundial. La conclusión anterior se refuerza a la luz de la práctica del SIDH cuyas normas son ora precursoras en un tema como es el caso de la Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas o la de Belém do Pará para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer ora más exigentes en el nivel de protección de los derechos como es el caso de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. El tema que ahora nos convoca ha sido  -como se ha señalado más arriba -  objeto de regulación en el ámbito universal y casi todos los Estados Miembros de la OEA son Estados Partes, de ahí que la tarea que ahora se acomete deba necesariamente apuntar a consagrar estándares más elevados de protección. Como se ha señalado en otras ocasiones, v.g. en el contexto de la elaboración de una convención sobre discapacidad en el ámbito de la ONU,   la República Argentina entiende que la reescritura de los derechos humanos de los que toda persona es titular y que se encuentran consagrados o protegidos en normas en vigor es contraproducente ya que, invariablemente, tiende a acotar el ámbito de aplicación de las normas de que se trata debido a que, por ejemplo, las transcripciones no son literales. Por ello, la Argentina entiende que no conduce a una mayor protección la inversión de esfuerzos de negociación y de redacción en la reiteración de derechos que no es dado desconocer ni convencional ni consuetudinariamente.

COSTA RICA: En términos generales el anteproyecto en estudio representa un avance importante en la protección del tema. El mismo incorpora un tratamiento novedoso y de acuerdo con las corrientes doctrinarias y jurisprudenciales en materia de derechos humanos. Debido al contenido peyorativo implícito en el término “discriminación” sugerimos que al hablar de “discriminación positiva” se cambie por su sinónimo “acción afirmativa”, la cual resulta ser una expresión que se ajusta no sólo a las corrientes más modernas, sino también hacia la acción que se pretende lograr con este tipo de políticas.

México: En general considera que el Anteproyecto es un valioso documento, que servirá de base para las negociaciones ulteriores en torno al proyecto de Convención. El Anteproyecto contiene elementos positivos para el desarrollo del derecho internacional y regional de los derechos humanos, en particular el derecho a la no discriminación, como son: 

 

La referencia específica a medidas discriminatorias en la lucha contra el terrorismo (artículo 2, inciso xi); 
La referencia a las diversas causas de la discriminación (párrafos preambulares 3, 7 y 12 y artículos 1.2 a, 1.3 a y b, 2 i, iv, v, viii, ix, xvi, 3, 6 xviii); 

El enfoque a las víctimas de discriminación (párrafo preambular 6 y artículo 2, inciso xii); 

La inclusión de disposiciones sobre medidas de prevención; 

El reconocimiento de casos de formas múltiples o agravadas de discriminación; 

El reconocimiento de los pueblos indígenas como víctimas de la discriminación y las referencias específicas a sus derechos (artículo 2 inciso xiv, entre otros); 

La referencia a las formas contemporáneas de racismo, tales como aquéllas realizadas a través de sistemas de computadoras o comunicación por internet (artículo 2, incisos v y vi);  

El establecimiento de un mecanismo de seguimiento al cumplimiento de las obligaciones contenidas en la Convención (artículo 18); y 

El reconocimiento de la necesidad de desarrollar, reafirmar, perfeccionar y proteger los derechos ya consagrados en instrumentos internacionales existentes en materia de discriminación (párrafo preambular 14).
 

A su vez, se considera que el Anteproyecto contiene aspectos muy relevantes que requieren de diversos procesos de consulta entre los Estados de la región. Ello, con el propósito final de consolidar un instrumento regional claro, conciso y efectivo, que (i) refleje los desarrollos alcanzados en materia de combate a la discriminación a nivel regional, (ii) incorpore las manifestaciones contemporáneas de las conductas discriminatorias y (iii) incorpore un mecanismo de seguimiento consolidado con el sistema interamericano de protección de los derechos humanos.
LOS ESTADOS PARTES DE ESTA CONVENCION,

1. CONSIDERANDO que la dignidad inherente a toda persona humana y la igualdad entre los seres humanos son principios básicos consagrados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial;

ARGENTINA: En el orden de ideas de las enumeraciones, parece conveniente que la mención de los instrumentos básicos de derechos humanos sea completa. Por ejemplo, en el PP1 no se ve motivo para no incluir otros instrumentos básicos de alcance universal y regional como la Convención sobre los Derechos del Niño, y la Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW), entre otras. La misma inteligencia debería ser aplicable al PP2 en el que, entre otras cuestiones, se ha mencionado la Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los Derechos Humanos.

2. REAFIRMANDO el compromiso determinado de los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos con la erradicación total e incondicional del racismo y de toda forma de discriminación e intolerancia, y la convicción de que tales actitudes discriminatorias representan la negación de valores universales como los derechos inalienables e inviolables de la persona humana y de los propósitos y principios consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Carta Democrática Interamericana, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial y la Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los Derechos Humanos;

ARGENTINA: El lenguaje de los instrumentos internacionales en el campo de los derechos humanos es   usualmente   el fruto de un largo andar a través de decisiones y resoluciones de los órganos de las organizaciones internacionales, decisiones judiciales y doctrina, entre otros. De este modo, parece preferible no innovar respecto del lenguaje pacíficamente cristalizado, especialmente si lo que se pretende es la asunción de compromisos ciertos por parte de los Estados. Así, por ejemplo, la fórmula “compromiso determinado”  en PP2, que suponen adelantar interpretaciones respecto del alcance de los términos. 
ARGENTINA: En el orden de ideas de las enumeraciones, parece conveniente que la mención de los instrumentos básicos de derechos humanos sea completa. Por ejemplo, en el PP1 no se ve motivo para no incluir otros instrumentos básicos de alcance universal y regional como la Convención sobre los Derechos del Niño, y la Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW), entre otras. La misma inteligencia debería ser aplicable al PP2 en el que, entre otras cuestiones, se ha mencionado la Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los Derechos Humanos.

3. RECONOCIENDO la obligación de adoptar medidas en el ámbito nacional y regional para fomentar y estimular el respeto y la observancia de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todos los individuos y grupos sometidos a su jurisdicción, sin distinción alguna por motivos de raza, color, etnia, sexo, edad, orientación sexual, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra naturaleza, origen nacional o social, posición económica, condición de migrante, refugiado o desplazado, nacimiento, condición infectocontagiosa estigmatizada, característica  genética, deficiencia, sufrimiento psíquico incapacitante o cualquier otra condición social;

ARGENTINA: Las formulaciones amplias permiten interpretaciones dinámicas que actualizan el contenido de las normas de derechos humanos y específicamente en el SIDH esto ha sido puesto de manifiesto por la Corte IDH (Corte IDH, Caso Bámaca Velásquez, sentencia de 25 de noviembre de 2000, Serie C N°70, #197; Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, Opinión Consultiva OC-17/02, de 18 de agosto de 2002, Serie A N°17, #28). Por este motivo, la Argentina entiende preferible que la enunciación de los motivos o causales de la discriminación sea acotada y genérica de modo de propiciar desde los inicios del proceso de negociación de la convención una interpretación dinámica y extensiva, eventualmente aplicable a otras causales ahora no previstas. Este comentario resulta aplicable al párrafo preambular (PP) 3, artículo 1.3.a) y b), 2.i)-iv) etc.

ARGENTINA: La mención doble o triple de una misma cuestión en el texto de un acuerdo puede generar incomodidades en punto a su interpretación por lo que su pertinencia debería poder ser justificada ampliamente de modo de no conducir a resultados distintos de los buscados en una convención como la propuesta. Por ello, sería conveniente rever la coexistencia de PP3 y PP7, PP8 y PP12, por ejemplo.
ARGENTINA: El lenguaje de los instrumentos internacionales en el campo de los derechos humanos es   usualmente   el fruto de un largo andar a través de decisiones y resoluciones de los órganos de las organizaciones internacionales, decisiones judiciales y doctrina, entre otros. De este modo, parece preferible no innovar respecto del lenguaje pacíficamente cristalizado, especialmente si lo que se pretende es la asunción de compromisos ciertos por parte de los Estados. Así, por ejemplo, la fórmula “condición infectocontagiosa estigmatizada”, que no ha podido ser ubicada en el léxico de la Organización Mundial de la Salud, que suponen adelantar interpretaciones respecto del alcance de los términos. 
México: En la lista de motivos de la discriminación, se sugiere sustituir el término “orientación sexual” por “preferencia sexual”, el cual resulta más aceptado e incluyente en el ambiente sexopolítico contemporáneo. 
México: sugiere sustituir el término “deficiencia” por “discapacidad”.
4. CONVENCIDOS de que los principios de la igualdad y de la no discriminación entre los seres humanos son conceptos democráticos dinámicos que propician el fomento de la igualdad jurídica efectiva y presuponen el deber del Estado de adoptar medidas especiales en favor de los derechos de los individuos o grupos discriminados, en cualquier esfera de actividad, sea privada o pública, a fin de promover condiciones equitativas de igualdad de oportunidades y combatir la discriminación en todas sus manifestaciones individuales, estructurales e institucionales;
ARGENTINA: El lenguaje de los instrumentos internacionales en el campo de los derechos humanos es   usualmente   el fruto de un largo andar a través de decisiones y resoluciones de los órganos de las organizaciones internacionales, decisiones judiciales y doctrina, entre otros. De este modo, parece preferible no innovar respecto del lenguaje pacíficamente cristalizado, especialmente si lo que se pretende es la asunción de compromisos ciertos por parte de los Estados. Así, por ejemplo, la fórmula “conceptos democráticos dinámicos”, que suponen adelantar interpretaciones respecto del alcance de los términos. 
5. CONSCIENTES de que el fenómeno del racismo exhibe una capacidad dinámica de renovación o que le permite asumir nuevas formas de difusión y expresión política, social, cultural y lingüística;

6. TENIENDO EN CUENTA que las víctimas del racismo, la discriminación y la intolerancia en las Américas son, entre otros, los afrodescendientes, los pueblos indígenas, los migrantes, los refugiados y desplazados y sus familiares, aparte de otros grupos y minorías raciales, étnicas, sexuales, culturales, religiosas y lingüísticas afectados por tales manifestaciones;

7. CONVENCIDOS de que ciertas personas y grupos pueden vivir formas múltiples o agravadas de racismo, discriminación e intolerancia motivadas por una combinación de factores como la raza, color, etnia, sexo, edad, orientación sexual, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra naturaleza, origen nacional o social, posición económica, condición de migrante, refugiado o desplazado, nacimiento, condición infectocontagiosa estigmatizada, característica genética, deficiencia, sufrimiento psíquico incapacitante o cualquier otra condición social;

ARGENTINA: La mención doble o triple de una misma cuestión en el texto de un acuerdo puede generar incomodidades en punto a su interpretación por lo que su pertinencia debería poder ser justificada ampliamente de modo de no conducir a resultados distintos de los buscados en una convención como la propuesta. Por ello, sería conveniente rever la coexistencia de PP3 y PP7, PP8 y PP12, por ejemplo.

México: En la lista de motivos de la discriminación, se sugiere sustituir el término “orientación sexual” por “preferencia sexual”, el cual resulta más aceptado e incluyente en el ambiente sexopolítico contemporáneo. 
México: sugiere sustituir el término “deficiencia” por “discapacidad”.
8. CONSTERNADOS por el aumento general, en diversas partes del mundo, de los casos de intolerancia y violencia motivados por el antisemitismo, la cristianofobia y la islamofobia, así como contra miembros de otras comunidades religiosas, incluidas las de matriz africana;

ARGENTINA: La mención doble o triple de una misma cuestión en el texto de un acuerdo puede generar incomodidades en punto a su interpretación por lo que su pertinencia debería poder ser justificada ampliamente de modo de no conducir a resultados distintos de los buscados en una convención como la propuesta. Por ello, sería conveniente rever la coexistencia de PP3 y PP7, PP8 y PP12, por ejemplo.

9. RECONOCIENDO que la coexistencia pacífica entre las religiones en sociedades pluralistas y Estados democráticos se fundamenta en el respeto a la igualdad y a la no discriminación entre las religiones, y en la clara separación entre las leyes del Estado y los preceptos religiosos;

10. TENIENDO EN CUENTA que una sociedad pluralista y democrática debe respetar la identidad étnica, cultural, lingüística y religiosa de toda persona que pertenezca a una minoría, aparte de crear condiciones apropiadas que le permitan expresar, preservar y desarrollar su identidad;

11. CONSIDERANDO que es preciso tener en cuenta la experiencia individual y colectiva de la discriminación para combatir la exclusión y marginación de minorías raciales, étnicas, culturales, lingüísticas y religiosas y proteger el proyecto de vida de los individuos en general y de esas comunidades;

12. ALARMADOS por el aumento de los delitos de odio cometidos por motivos de raza, color, etnia, sexo, religión, orientación sexual, deficiencia y otras condiciones sociales; 
ARGENTINA: La mención doble o triple de una misma cuestión en el texto de un acuerdo puede generar incomodidades en punto a su interpretación por lo que su pertinencia debería poder ser justificada ampliamente de modo de no conducir a resultados distintos de los buscados en una convención como la propuesta. Por ello, sería conveniente rever la coexistencia de PP3 y PP7, PP8 y PP12, por ejemplo.

México: sugiere incluir el término “origen nacional” como un motivo de los delitos de odio relacionados con la discriminación. 
México: En la lista de motivos de la discriminación, se sugiere sustituir el término “orientación sexual” por “preferencia sexual”, el cual resulta más aceptado e incluyente en el ambiente sexopolítico contemporáneo. 
México: sugiere sustituir el término “deficiencia” por “discapacidad”.
13. SUBRAYANDO el papel fundamental de la educación en el fomento del respeto a los derechos humanos, de la igualdad, de la no discriminación y de la tolerancia, y

14. TENIENDO PRESENTE que, aunque el combate al racismo y la discriminación racial haya sido priorizado en un instrumento internacional anterior, la Convención Internacional sobre la Eliminación de Toda Forma de Discriminación Racial, de 1965, es esencial que los derechos en ella consagrados sean reafirmados, desarrollados, perfeccionados y protegidos, a fin de consolidar en las Américas, en base al respeto integral por los derechos de los seres humanos, el contenido democrático de los principios de la igualdad jurídica y de la no discriminación,

ARGENTINA: en el PP14 quizás sea conveniente reemplazar el término  “priorizado”  por  “regulado”.
México: sugiere revisar la gramática del párrafo preambular 14 sustituyendo el término “en base al” por “con base en el”.
PÁRRAFOS PREAMBULARES ADICIONALES

México: sugiere incluir los siguientes párrafos preambulares (retomados del preámbulo de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas), que facilitarían aceptar la redacción de todos aquellos párrafos que hacen mención de términos cada vez más inconsistentes, como “raza”, “minorías” y “etnias”:
 
“Afirmando también que todos los pueblos contribuyen a la diversidad y riqueza de las civilizaciones y culturas, que constituyen el patrimonio común de la humanidad” (párrafo 2, resol. A/HRC/2006/2)
 
“Afirmando asimismo que todas las doctrinas, políticas y prácticas basadas en la superioridad de determinados pueblos o personas o que la propugnan aduciendo razones de origen nacional o diferencias raciales, religiosas, étnicas o culturales son racistas, científicamente falsas, jurídicamente inválidas, moralmente condenables y socialmente injustas” (párrafo 3, resol. A/HRC/2006/2).

ACUERDAN lo siguiente:

CAPÍTULO I

Definición y ámbito de aplicación

Artículo 1

Para los efectos de esta Convención, se entiende por: 

1. Racismo

El término “racismo” debe ser entendido en el contexto de la práctica fundada, directa o indirectamente, en la teoría según la cual existiría un vínculo causal entre las características fenotípicas o genéticas y algunos rasgos intelectuales, de personalidad o de naturaleza cultural de individuos y grupos. Acostumbra asociarse al concepto de racismo la noción de que determinadas razas son intrínsecamente superiores a otras. Tal distorsión busca justificar actitudes de discriminación, intolerancia y, a veces, persecución contra personas o grupos que se consideran inferiores.

ARGENTINA: La definición de racismo del artículo 1, párrafo 1, deviene la primera en un instrumento convencional de estas características. No se indica su fuente. A este respecto, el Gobierno de la República Argentina entiende que la formulación actual no comprende actos individuales sino en la medida en que constituyan una práctica. Por otra parte, debería reverse su pertinencia ya que, en todo caso, la sola enunciación supone replicar actitudes y mentalidades racistas.

México: Considera que el texto propuesto para la definición de “racismo” no es una definición propiamente dicha, aunque recupera elementos doctrinales que pueden ser considerados para construirla. Así, al tratarse de un instrumento que será jurídicamente vinculante, la definición del concepto “racismo” deberá expresarse en términos más concretos y menos teóricos, congruente con la definición proporcionada para el concepto de “discriminación”.  En este sentido, se sugieren las siguientes modificaciones, que toman en consideración los elementos presentados en el Anteproyecto, así como los que se han estimado pertinentes de la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial de 1965:
El término “racismo” significa toda conducta que por sí sola o unida a otra, realizada de manera aislada o sistemática tiene como fin o conduciría de manera inequívoca a restringir, limitar o anular el reconocimiento, ejercicio o goce de uno o más derechos y libertades fundamentales de una o más personas, por su sola pertenencia a un grupo racial definido e identificado como tal por sus características fenotípicas o genéticas, rasgos culturales o intelectuales. 

Se proporciona a continuación una breve explicación de los elementos de la definición propuesta:

Toda conducta que por sí sola o unida a otra: La intención es reflejar el carácter plural del racismo, el cual no se agota en un solo acto, pudiendo estar acompañado de uno o tantos que conduzcan al fin que persigue, por ejemplo un acto deliberado que restrinja el acceso a un programa de ayuda “x” ejecutado por un grupo de la sociedad y que además se encuentre acompañado de manifestaciones de superioridad de ese grupo específico frente a otros.
 

realizada de manera aislada o sistemática: Introduce un elemento persuasivo, con el fin de asumir que el racismo se configura desde una sola manifestación hasta su reiteración en el tiempo.
 

tiene como fin o conduciría de manera inequívoca: Se trata de una conducta de intención en la cual el resultado importa tanto como la voluntad de alcanzarlo.
 

restringir, limitar o anular el reconocimiento, ejercicio o goce de uno o más derechos y libertades fundamentales de una o más personas: (auto-explicativo).
 

por su sola pertenencia a un grupo racial definido e identificado como tal por sus características fenotípicas o genéticas, rasgos culturales o intelectuales: El objetivo es enmarcar la intención dirigida de las conductas de racismo a personas que poseen ciertas características distintivas de una raza.

2.
Discriminación

a)
El término “discriminación” significa cualquier distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en la raza, color, etnia, sexo, edad, orientación sexual, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra naturaleza, origen nacional o social, posición económica, condición de migrante, refugiado o desplazado, nacimiento, condición infectocontagiosa estigmatizada, característica genética, deficiencia, sufrimiento psíquico incapacitante o cualquier otra condición social que tiene por objetivo o efecto anular o restringir el reconocimiento, goce o ejercicio en un mismo plano (en igualdad de condiciones) de derechos humanos y libertades fundamentales en el ámbito político, económico, social, cultural o en cualquier otro ámbito de la vida pública y privada.
ARGENTINA: La definición de discriminación del artículo 1, párrafo 2 a) innova respecto de la consta en la Convención internacional en cuanto reemplaza el  resultado  por el  objetivo,  lo que supone cubrir también las acciones tentativas que no llegan a concretarse. En todo caso, el formato adoptado es el que han seguido el artículo 1.1 del CERD y el artículo 1 de la CEDAW. Cabría analizar la conveniencia de emplear un formato semejante al de la Declaración de Durban de 2001 que contempla agravantes.
México: Además del comentario en relación con el término “deficiencia”, se sugiere eliminar la frase “o preferencia” al inicio de la definición del término “discriminación”, así como sustituir la frase “que tiene” por “que tenga”. Asimismo, se considera que la referencia al término “condición infectocontagiosa estigmatizada” contradice el espíritu del ejercicio, por lo que se sugiere eliminar la palabra “estigmatizada”.
México: En la lista de motivos de la discriminación, se sugiere sustituir el término “orientación sexual” por “preferencia sexual”, el cual resulta más aceptado e incluyente en el ambiente sexopolítico contemporáneo. 
México: sugiere sustituir el término “deficiencia” por “discapacidad”.
b)
No constituyen discriminación las medidas o políticas de diferenciación o preferencia que adopte el Estado parte con el único objetivo de promover la integración social y el adecuado progreso y desarrollo de personas y grupos que requieran la necesaria protección para garantizarles, en condiciones de igualdad, el goce o ejercicio de los derechos humanos y libertades fundamentales, siempre que tales medidas o políticas no den lugar al mantenimiento de derechos separados para grupos diferentes y que no se perpetúen después de alcanzados sus objetivos. En circunstancias específicas, tales medidas o políticas, no son sólo admisibles, sino indispensables y obligatorias para garantizar el derecho a la igualdad ante la ley y la protección contra la discriminación.

ARGENTINA: Las medidas referidas en el artículo 1, párrafo 2 b) y párrafo 4, como medidas especiales de protección deberían ser confrontadas con la más amplia y adecuada de las formulaciones generalmente aceptadas, esto es, la del artículo 1.4 del CERD. También deberían tomarse en cuenta ciertas salvaguardias que están en la mencionada norma del CERD respecto de la temporalidad de las medidas, entre otras.

3.
Discriminación directa e indirecta

a)
Se produce una discriminación directa en todos los casos de tratamiento diferenciado, en cualquier esfera de la vida pública o privada, basado en factores como la raza, color, etnia, sexo, edad, orientación sexual, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra naturaleza, origen nacional o social, posición económica, condición de migrante, refugiado o desplazado, nacimiento, condición infectocontagiosa estigmatizada, característica genética, deficiencia, sufrimiento psíquico incapacitante o cualquier otra condición social que no tenga un objetivo o justificación razonable. El tratamiento carece de objetivo o justificación razonable si no apunta a un fin legítimo o si no existe un vínculo razonable de proporcionalidad entre los medios empleados y el objetivo perseguido.

ARGENTINA: Las formulaciones amplias permiten interpretaciones dinámicas que actualizan el contenido de las normas de derechos humanos y específicamente en el SIDH esto ha sido puesto de manifiesto por la Corte IDH (Corte IDH, Caso Bámaca Velásquez, sentencia de 25 de noviembre de 2000, Serie C N°70, #197; Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, Opinión Consultiva OC-17/02, de 18 de agosto de 2002, Serie A N°17, #28). Por este motivo, la Argentina entiende preferible que la enunciación de los motivos o causales de la discriminación sea acotada y genérica de modo de propiciar desde los inicios del proceso de negociación de la convención una interpretación dinámica y extensiva, eventualmente aplicable a otras causales ahora no previstas. Este comentario resulta aplicable al párrafo preambular (PP) 3, artículo 1.3.a) y b), 2.i)-iv) etc.

ARGENTINA: Las nociones de discriminación directa e indirecta del artículo 1, párrafo 3, apartados a) y b), incursionan en elementos tales como la razonabilidad y dan así una versión de conceptos que la jurisprudencia y la práctica han acuñado desde hace años y los someten a un ámbito de negociación, lo que es impropio.

México: Por lo que se refiere a las definiciones de discriminación directa e indirecta, se considera importante eliminar la subjetividad que suponen las frases “vinculo razonable de proporcionalidad entre los medios empleados y el objetivo perseguido” y “factor aparentemente neutro”, ya que dicha subjetividad debilita el entendimiento del concepto que se pretende definir.

México: En la lista de motivos de la discriminación, se sugiere sustituir el término “orientación sexual” por “preferencia sexual”, el cual resulta más aceptado e incluyente en el ambiente sexopolítico contemporáneo. 
México: sugiere sustituir el término “deficiencia” por “discapacidad”.
b)
Se produce discriminación indirecta toda vez que, en cualquier esfera de la vida pública o privada, un factor aparentemente neutro, como una disposición, criterio o práctica, no puede ser fácilmente satisfecho o cumplido por personas que pertenecen a un grupo específico definido en base a elementos como la raza, color, etnia, sexo, edad, orientación sexual, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra naturaleza, origen nacional o social, posición económica, condición de migrante, refugiado o desplazado, nacimiento, condición infectocontagiosa estigmatizada, característica genética, deficiencia, sufrimiento psíquico incapacitante o cualquier otra condición social, a menos que tal factor tenga un objetivo o justificación razonable. En ese caso, la misma reserva indicada para la definición anterior sobre la proporcionalidad entre los medios empleados y el objetivo perseguido se aplica al concepto de discriminación indirecta.

ARGENTINA: Las formulaciones amplias permiten interpretaciones dinámicas que actualizan el contenido de las normas de derechos humanos y específicamente en el SIDH esto ha sido puesto de manifiesto por la Corte IDH (Corte IDH, Caso Bámaca Velásquez, sentencia de 25 de noviembre de 2000, Serie C N°70, #197; Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, Opinión Consultiva OC-17/02, de 18 de agosto de 2002, Serie A N°17, #28). Por este motivo, la Argentina entiende preferible que la enunciación de los motivos o causales de la discriminación sea acotada y genérica de modo de propiciar desde los inicios del proceso de negociación de la convención una interpretación dinámica y extensiva, eventualmente aplicable a otras causales ahora no previstas. Este comentario resulta aplicable al párrafo preambular (PP) 3, artículo 1.3.a) y b), 2.i)-iv) etc.

ARGENTINA: Las nociones de discriminación directa e indirecta del artículo 1, párrafo 3, apartados a) y b), incursionan en elementos tales como la razonabilidad y dan así una versión de conceptos que la jurisprudencia y la práctica han acuñado desde hace años y los someten a un ámbito de negociación, lo que es impropio.
México: Por lo que se refiere a las definiciones de discriminación directa e indirecta, se considera importante eliminar la subjetividad que suponen las frases “vinculo razonable de proporcionalidad entre los medios empleados y el objetivo perseguido” y “factor aparentemente neutro”, ya que dicha subjetividad debilita el entendimiento del concepto que se pretende definir.

México: En la lista de motivos de la discriminación, se sugiere sustituir el término “orientación sexual” por “preferencia sexual”, el cual resulta más aceptado e incluyente en el ambiente sexopolítico contemporáneo. 
México: sugiere sustituir el término “deficiencia” por “discapacidad”.
4.
Medidas especiales de protección
Se entiende como medida especial de protección toda medida o política especial de acción afirmativa tomada por el Estado o por particulares en favor de los derechos de individuos o grupos discriminados, en cualquier esfera de la actividad humana, sea privada o pública, con el fin de promover condiciones equitativas de igualdad de oportunidades y combatir la discriminación en todas sus manifestaciones individuales, estructurales e institucionales. Tales medidas o políticas especiales de acción afirmativa no serán consideradas discriminatorias ni incompatibles con el objeto o intención de esta Convención.

ARGENTINA: Las medidas referidas en el artículo 1, párrafo 2 b) y párrafo 4, como medidas especiales de protección deberían ser confrontadas con la más amplia y adecuada de las formulaciones generalmente aceptadas, esto es, la del artículo 1.4 del CERD. También deberían tomarse en cuenta ciertas salvaguardias que están en la mencionada norma del CERD respecto de la temporalidad de las medidas, entre otras.
México: recomienda sustituir el término “grupos discriminados” por “grupos en situación de vulnerabilidad”, a efecto de que la discriminación no constituya un prerrequisito para su protección especial.

5.
Intolerancia
Son actos o manifestaciones de intolerancia todos los que se expresan por el irrespeto, repudio o desprecio a la dignidad de los seres humanos, a la riqueza y diversidad de las culturas del mundo, y las modalidades de expresión de las cualidades de los seres humanos. 

ARGENTINA: La propuesta noción de intolerancia del artículo 1, párrafo 5, es tan amplia que puede comprender actos delictivos y otros discriminatorios que no lo son.
México: sugiere sustituir la frase “el irrespeto” por “la falta de respeto”. 
6. Proyecto de vida

El sentido de la expresión “proyecto de vida” está asociado al concepto de realización personal y a las opciones de que dispone el ser humano para conducir su vida y alcanzar el destino que se propone. Los seres humanos no gozan de plena libertad si, en función de un tratamiento discriminatorio, carecen de condiciones igualitarias para orientar su existencia. A los efectos de la presente Convención, la restricción o anulación del proyecto de vida de las víctimas del racismo, la discriminación e la intolerancia implica la reducción objetiva de sus libertades fundamentales, la pérdida de un valor existencial inherente a su dignidad y la violación de sus derechos humanos.  
ARGENTINA: El artículo 1, párrafo 6, precisa una noción de  proyecto de vida  que en su parte inicial se corresponde con la que brinda la Corte IDH en la sentencia de reparaciones en el caso Loayza Tamayo, párrafo 148. Sin embargo, se estima que se trata de un concepto que resulta alcanzado por la discriminación, de allí que se lo analice en el ámbito de las reparaciones. En el orden de ideas de su inclusión cabría también definir  dignidad  que, probablemente, sea el primer concepto que sufra los efectos de la discriminación.

México: Se deberá corregir la frase “la discriminación e la intolerancia” con la palabra “y”. Asimismo, se considera que, la definición propuesta del término “proyecto de vida” adelanta elementos conocidos en el hemisferio y destaca atinadamente algunos pronunciamientos que ha emitido la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) al respecto. No obstante, se considera que sería de provecho precisar la definición aún más a partir de otros elementos pronunciados por la Corte IDH, en particular en las sentencias sobre reparaciones de casos tales como Loayza Tamayo vs. Perú (ver, por ejemplo, párrafo 147), Myrna Mack Chang vs. Guatemala, o Bulacio vs. Argentina, entre otros.
CAPÍTULO II

Actos y manifestaciones de racismo, discriminación e intolerancia

 

Artículo 2

 

A los efectos de la presente Convención, teniendo en cuenta las definiciones del párrafo anterior, se considerarán discriminatorias y prohibidas por el Estado, entre otras, las siguientes medidas o prácticas:
i)
la difusión de ideas fundadas en la superioridad o el odio por motivos de raza, color, etnia, sexo, idioma, religión u otra condición social, así como toda incitación a la discriminación, a la intolerancia, a actos de violencia o a la provocación de estos actos, dirigidos contra personas o grupos en función de su raza, color, etnia, sexo, edad, orientación sexual, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra naturaleza, origen nacional o social, posición económica, condición de migrante, refugiado o desplazado, nacimiento, condición infectocontagiosa estigmatizada, característica genética, deficiencia, sufrimiento psíquico incapacitante  o cualquier otra condición social;
México: En la lista de motivos de la discriminación, se sugiere sustituir el término “orientación sexual” por “preferencia sexual”, el cual resulta más aceptado e incluyente en el ambiente sexopolítico contemporáneo. 
México: sugiere sustituir el término “deficiencia” por “discapacidad”.
ii)
la asistencia, privada o pública, prestada a actividades racistas y discriminatorias, incluido su financiamiento;

iii)
actividades de propaganda organizada y cualquier otro tipo de actividad de propaganda que inciten a la discriminación y a la intolerancia y la estimulen;
iv)
la difusión, ofrecimiento o divulgación, por sistemas de computadoras o comunicación por internet, de cualquier material racista o discriminatorio, entendido como cualquier imagen o representación de ideas o teorías que defiendan, promuevan o propicien el odio, la discriminación o la violencia contra  individuos  o grupos por motivos de raza, color, etnia, sexo, edad, idioma,  religión, opiniones  políticas o de cualquier otra naturaleza, origen  nacional  o  social,  posición económica, condición de migrante, refugiado o desplazado, nacimiento, deficiencia, sufrimiento psíquico incapacitante, característica  genética,  orientación sexual  o condición infectocontagiosa estigmatizante o cualquier otra condición social;
México: En la lista de motivos de la discriminación, se sugiere sustituir el término “orientación sexual” por “preferencia sexual”, el cual resulta más aceptado e incluyente en el ambiente sexopolítico contemporáneo. 
México: sugiere sustituir el término “deficiencia” por “discapacidad”.
v)
el insulto público, por sistemas de computadoras o comunicación por internet, contra personas, por motivos de raza, color, etnia, sexo, edad, idioma,  religión, opiniones políticas o de cualquier otra naturaleza, origen nacional o social, posición económica, condición de migrante, refugiado o desplazado, nacimiento, deficiencia, sufrimiento psíquico incapacitante, perturbación mental incapacitante, característica genética, orientación sexual o condición  infectocontagiosa estigmatizante, o cualquier otra condición social o grupos de personas asociadas a cualquiera de esas características o condiciones;
México: En la lista de motivos de la discriminación, se sugiere sustituir el término “orientación sexual” por “preferencia sexual”, el cual resulta más aceptado e incluyente en el ambiente sexopolítico contemporáneo. 
vi)
la difusión, ofrecimiento o divulgación, por sistemas de computadoras o comunicación por internet, de material que niegue, desprecie groseramente o apruebe o justifique actos que constituyan genocidio o crímenes contra la humanidad, incluido el Holocausto, así definidos por el derecho internacional y reconocidos en sentencias finales por tribunales establecidos por instrumentos internacionales;
COSTA RICA: La Constitución Política de Costa Rica garantiza en su artículo 24 la intimidad, la libertad y el secreto de las comunicaciones y proscribe en lo que interesa: “Son inviolables los documentos privados y las comunicaciones escritas, orales y de cualquier otro tipo de los habitantes de la República… La correspondencia que fuere sustraída y la información obtenida como resultado de la intervención ilegal de cualquier comunicación no producirán efectos legales”.  Cabe indicar que la legislación costarricense otorga al Estado la potestad de intervenir dichas comunicaciones privadas en casos excepcionales. En el caso del artículo 2 incisos iv, v y vi podrían generar roce de constitucionalidad por cuanto hacen referencia a la difusión o divulgación por sistemas de computadoras o comunicación por internet de materiales racistas o discriminatorios;  lo anterior en el tanto no se haga la aclaración de que la correspondencia electrónica entre individuos y de carácter personal no debe ser sometida bajo ningún supuesto a examen alguno y que la protección a la intimidad debe mantenerse siempre que la persona no se encuentre sometida a un proceso de investigación judicial en el que exista un imperativo legal para levantar dicha protección.

México: considera que la mención al Holocausto es demasiado específica para ser incluida en un anteproyecto de Convención regional, ya que su singularización dejaría al margen otros casos similares, además de que su calificación como genocidio o crimen contra la humanidad es inapropiado en este tipo de instrumento. En virtud de ello, se sugiere eliminar la frase “incluido el Holocausto”.
vii)
la violencia motivada por antisemitismo, cristianofobia e islamofobia, así como contra miembros de otras comunidades religiosas, incluídas las de matriz africana;

viii)
el delito de odio, entendido como toda práctica delictiva derivada de un ánimo o motivación racial, étnico, religioso, de género o en función de la orientación sexual, deficiencia mental o física de la víctima, así como de cualquier forma semejante a la discriminación; 
México: En la lista de motivos de la discriminación, se sugiere sustituir el término “orientación sexual” por “preferencia sexual”, el cual resulta más aceptado e incluyente en el ambiente sexopolítico contemporáneo. 
México: sugiere sustituir el término “deficiencia” por “discapacidad”.
ix)
la distinción, exclusión, restricción o preferencia destinada a negar o rechazar el goce de derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales iguales y su protección a personas en función de su orientación sexual; 
México: sugiere eliminar la frase “o preferencia” al inicio del inciso.
México: En la lista de motivos de la discriminación, se sugiere sustituir el término “orientación sexual” por “preferencia sexual”, el cual resulta más aceptado e incluyente en el ambiente sexopolítico contemporáneo. 
México: sugiere sustituir el término “deficiencia” por “discapacidad”.
COSTA RICA (Procuradoría General) Los artículos 2, incisos ix) y 4, inciso  xviii) del texto de la Convención presentan problemas de constitucionalidad. En primer término, de la relación de los artículos 2, incisos ix) y 4, inciso  xviii), se infiere que la Convención estaría reconocimiento y protegiendo como un derecho humano a favor de las personas del mismo sexo el derecho a contraer matrimonio y a elegir el cónyuge. Estas normas contradicen el texto constitucional, en el sentido de que el matrimonio es la unión entre un hombre y una mujer (matrimonio heterosexual monogámico).  Sobre el particular, la Sala Constitucional, en el voto n.° 7262-2006, llegó a la conclusión que esa concepción fue adoptada por el constituyente originario. Al respecto, la Procuraduría General de la República en la acción de inconstitucional n.° N° 03-008127-0007-CO, donde se dicta el citado voto, expresó lo siguiente:

“No existe la menor duda de que el constituyente originario optó por un matrimonio heterosexual monogámico. Esta conclusión se desprende de los métodos de interpretación histórico, sistemático y teleológico.  En efecto, revisando las Actas de la Asamblea Nacional Constituyente, Tomo n.° II, páginas 569 y 573 a 586, sólo se puede llegar a una conclusión en esta materia: la opción constitucional, con exclusividad de cualquier otra, fue a favor del matrimonio heterosexual monogámico (sobre el segundo calificativo, véanse los votos del Tribunal Constitucional números 3693-94 y 2129-94, en los cuales indicó que el ordenamiento jurídico-matrimonial costarricense, se inspira en el concepto monogámico de la cultura occidental, de modo tal que para contraer matrimonio, debe existir libertad de estado).  Nótese que en la discusión de las mociones presentadas por los Diputados Trejos, Esquivel, Desanti  y González Flores, el debate giró en torno a padres, hijos, niños y madres; incluso la polémica se centró en la equiparación entre los hijos habidos dentro y fuera del matrimonio y la investigación de paternidad, lo que, obviamente, supone que el constituyente originario tenía en mente un tipo de matrimonio muy puntual; por consiguiente, una interpretación extensiva del concepto matrimonio, para incluir otro tipo de relaciones inter-personales (homosexuales, poligámicas, etc.), tendría el efecto pernicioso y antijurídico de sustituir a aquél. 

Con base en una interpretación sistemática de las normas constitucionales, también necesariamente se debe concluir que el tipo de matrimonio que tiene exclusividad en la sociedad costarricense, es el heterosexual y monogámico. A nuestro modo de ver, el error en incurren algunos es que interpretan, en forma aislada, el Derecho de la Constitución. Desde su particular perspectiva, indican que el numeral 52 constitucional no habla de matrimonio heterosexual, sino únicamente de matrimonio, por lo que tal concepto constituiría una especie de “cajón de sastre”  donde es posible subsumir diversas modalidades de éste.  Empero, con base en una interpretación sistemática del texto constitucional, haciendo la correlación lógica y necesaria entre sus normas, y conforme al principio de interpretación sentado por la Corte Plena y seguido por el Tribunal Constitucional, en el sentido de que los preceptos constitucionales no puede interpretarse en forma aislada, sino de manera conjunta para evitar que se den contradicciones insalvables entre ellos, ya que estamos en presencia de un texto armonioso y coherente (principio de la unidad de la Constitución), tenemos que el Derecho de la Constitución se refiere, con exclusividad, a un matrimonio heterosexual monogámico. En efecto, nótese como el numeral 51, cuando habla de la familia, se refiere a la madre y al niño. Evidentemente, cuando el artículo 52 regula el matrimonio, como la base esencial de la familia, es aquél formado por un hombre y una mujer y, por consiguiente, la equiparación de derechos de los cónyuges está referida a los derechos que en un matrimonio heterosexual monogámico tienen el hombre y la mujer. Incluso, acto seguido, en el numeral 53, se señala que los padres (hombre y mujer) tienen con sus hijos habidos fuera del matrimonio las mismas obligaciones que con los nacidos en él. Además, se indica que toda persona tiene derecho a saber quiénes son sus padres, conforme a la ley. En el artículo 54 constitucional se prohíbe toda calificación personal sobre la naturaleza de la filiación. Y, por último, se expresa que la protección especial de la madre y del menor estará a cargo de una institución autónoma denominada Patronato Nacional de la Infancia”. En vista de lo anterior, para que el Estado de Costa Rica pudiera aprobar la citada Convención, en el eventual caso de que permanecieran los preceptos que estamos comentando, sería necesario hacer la respectiva reforma a la Carta Fundamental; de lo contrario, sería inconstitucional el Instrumento internacional en este extremo.

En segundo lugar, el Estado de Costa Rica debe tener muy presente que con la redacción de las normas que estamos comentando tácitamente se estaría modificando el artículo 17, inciso 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que establece como un derecho civil del hombre y de la mujer el contraer matrimonio y a fundar una familia si tiene la edad y las condiciones requeridas para ello por las leyes internas. Sobre el particular, el Órgano Asesor, expresó en el supra citado expediente judicial lo siguiente:

“También la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ‘Pacto de San José’, aprobada por Ley n.°  4534 de 23 de febrero de 1970, adopta un concepto idéntico al que sigue el Derecho de la Constitución en el Estado de Costa Rica. En efecto, en el artículo 17, se indica que la familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por ella y el Estado.  Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen la edad y las condiciones requeridas para ello por las leyes internas, en las medida que éstas no afecten al principio de no discriminación establecidos en la Convención. Además, se le impone el deber a los Estados partes de adoptar las medidas apropiadas para asegurar el derecho y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de  su disolución. En este último supuesto, debe adoptar disposiciones que aseguren la protección necesaria de los hijos, sobre la base única del interés y convivencia de ellos.  En igual sentido, se manifiesta el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado mediante Ley n. ° 4229 de 11 de diciembre de 1968, cuando, en su numeral 23, manifiesta lo siguiente:

‘1.
La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado.

2.
Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tiene edad para ello.

3.
El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los contrayentes.

4.
Los Estados Partes en el presente Pacto tomarán las medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y de responsabilidades de ambos esposos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio, y en caso de disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria a los hijos’.  (Las negritas no corresponden al original).
Igual sucede con la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la que, en su numeral 16, expresa lo siguiente:

‘Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia, y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del matrimonio’. (Las negritas no corresponden al original).

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en el caso Cossey vs. Reino Unido (1990), sostuvo que el derecho al matrimonio garantizado por el artículo 12 [del Convenio de Roma de 1950], es el matrimonio tradicional  entre dos personas de sexo biológico opuesto. Por su parte, el Tribunal Constitucional español (Auto 222/94, de 11 de julio de 1994) confirmó la tesis de que el art. 32.1  de la Constitución española  se refiere exclusivamente al matrimonio entre personas de distinto sexo. ‘La unión entre personas del mismo sexo biológico no es una institución jurídicamente regulada ni existe un derecho constitucional a su establecimiento’-  (Las negritas no se encuentran en el original). Como puede observarse de lo anterior, el matrimonio a que se refiere el Derecho de la Constitución es aquel formado por un hombre y una mujer, el cual, como se indicó atrás, tiene exclusividad en la sociedad costarricense, lo que impide tutelar bajo este instituto socio-jurídico otro tipo de relaciones inter-personales distintas a las heterosexuales y monogámicas”.

x)
la acción represiva, comúnmente denominada 'racial profiling', emprendida por supuestos motivos de seguridad o protección pública, motivada por estereotipos sobre raza, color, etnicidad, idioma, ascendencia, religión, nacionalidad o lugar de nacimiento, o una combinación de estos factores, y no por sospechas objetivas, que pretenda singularizar en forma discriminatoria a individuos o grupos en virtud de la suposición errónea acerca de la propensión de personas con tales características a la práctica de determinados tipos de delitos;

xi)
iniciativas estatales, por medio de la aprobación de leyes, reglamentos, políticas públicas o de seguridad, destinadas a la lucha contra el terrorismo que discriminen directa o indirectamente a personas o grupos de personas en función de su raza, color, etnicidad, idioma, ascendencia, religión, nacionalidad o lugar de nacimiento, o una combinación de estos factores;

xii)
la distinción, exclusión, restricción o preferencia destinada a negar el goce de derechos iguales y su protección a personas en función de la doble condición de la víctima;
COSTA RICA: En el caso del artículo 2 inciso 12, consideramos indispensable, aclarar la redacción por cuanto la existente resulta confusa y no permite entender a qué se refiere cuando dice “en función de la doble condición de la víctima”.

xiii) 
la restricción del goce de los derechos humanos consagrados en instrumentos internacionales y en la jurisprudencia de tribunales internacionales y regionales de derechos humanos, incluida la Corte Interamericana de Derechos Humanos, por  parte de los trabajadores migrantes y sus familiares;

xiv) 
la denegación a los pueblos indígenas del derecho al tratamiento igualitario ante la ley y a la no discriminación, lo que presupone el respeto por sus rasgos fundamentales distintivos, tales como el idioma, los sistemas normativos, los usos y costumbres, las expresiones artísticas, las creencias y las instituciones sociales, económicas, culturales y políticas;

xv) 
la restricción o la limitación del empleo del idioma, usos, costumbres y cultura de personas o grupos pertenecientes a minorías, en actividades públicas o privadas, de acuerdo con las disposiciones aplicables;
México: sugiere incluir la frase “o a pueblos indígenas” después de las referencias a minorías.
xvi)
la elaboración y la implementación de contenidos, métodos o instrumentos pedagógicos que reproduzcan estereotipos o preconceptos en función de la raza, color, etnia, sexo, edad, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra naturaleza, origen nacional o social, posición económica, condición de migrante, refugiado o desplazado, nacimiento, deficiencia, sufrimiento psíquico incapacitante, orientación sexual o condición infectocontagiosa estigmatizante o cualquier otra condición social;
México: En la lista de motivos de la discriminación, se sugiere sustituir el término “orientación sexual” por “preferencia sexual”, el cual resulta más aceptado e incluyente en el ambiente sexopolítico contemporáneo. 
México: sugiere sustituir el término “deficiencia” por “discapacidad”.
xvii) impedir el acceso a la educación pública o privada, así como a becas de estudio o programas de financiamiento de la educación; 
México: sugiere hacer referencia a las causas por las que se impediría el acceso a becas, como sigue:
“impedir el acceso a la educación pública o privada, así como a becas de estudio o programas de financiamiento de la educación en función de la raza, color, etnia, sexo, edad, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra naturaleza, origen nacional o social, posición económica, condición de migrante, refugiado o desplazado, nacimiento, discapacidad, sufrimiento psíquico incapacitante, preferencia sexual o condición infectocontagiosa o cualquier otra condición social”
xviii) 
negar o limitar información sobre derechos reproductivos o impedir el libre ejercicio de la determinación del número de hijos e hijas;

xix)
impedir el ejercicio de los derechos de propiedad, administración y disposición de bienes de cualquier tipo;

xx) 
el pedido de exámenes para detectar el virus VIH o afección infectocontagiosa estigmatizada para la inscripción en un concurso o selección para el ingreso al servicio público o privado;

xxi) la segregación de los portadores del virus VIH o de las personas con SIDA u otra afección infectocontagiosa estigmatizada en el ambiente de trabajo, escolar y en locales destinados al uso público;
México: sugiere sustituir la frase “los portadores del virus VIH o de las personas con SIDA” por la frase “las personas que viven con VIH/SIDA”.
xxii) impedir el ingreso o la permanencia en el servicio público o privado de sospechoso o confirmado portador del virus VIH o de persona con SIDA u otra afección infectocontagiosa estigmatizada, en razón de dicha afección;
México: eliminar la frase “o de personas con”.
xxiii)
la realización de investigaciones o la aplicación de los resultados de investigaciones sobre el genoma humano, en particular en los campos de la biología, genética y medicina, que apunte a la selección de personas, la clonación de seres humanos y toda otra forma de irrespeto por los derechos humanos, las libertades fundamentales y la dignidad de individuos y grupos de individuos;
México: sugiere sustituir la frase “el irrespeto” por “la falta de respeto”.
xxiv) cualquier otra conducta discriminatoria que se enmarque en la definición del artículo I de la presente Convención.
ARGENTINA: Las formulaciones amplias permiten interpretaciones dinámicas que actualizan el contenido de las normas de derechos humanos y específicamente en el SIDH esto ha sido puesto de manifiesto por la Corte IDH (Corte IDH, Caso Bámaca Velásquez, sentencia de 25 de noviembre de 2000, Serie C N°70, #197; Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, Opinión Consultiva OC-17/02, de 18 de agosto de 2002, Serie A N°17, #28). Por este motivo, la Argentina entiende preferible que la enunciación de los motivos o causales de la discriminación sea acotada y genérica de modo de propiciar desde los inicios del proceso de negociación de la convención una interpretación dinámica y extensiva, eventualmente aplicable a otras causales ahora no previstas. Este comentario resulta aplicable al párrafo preambular (PP) 3, artículo 1.3.a) y b), 2.i)-iv) etc.

ARGENTINA: En la inteligencia del Anteproyecto, el artículo 2 debería dedicarse a señalar los deberes del Estado. En los primeros incisos   i) a iii)   se contempla la expresión no protegida según las normas del artículo 20.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 13.5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. La enunciación de conductas del artículo 2, apartados iv) a xxiv) podría continuarse. En esa tesitura no hay límite a la enunciación.

CAPÍTULO III

Derechos protegidos
Artículo 3

Todos los seres humanos tienen derecho al tratamiento igualitario ante la ley y a la protección contra la discriminación por motivos de raza, color, etnia, sexo, edad, orientación sexual, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra naturaleza, origen nacional o social, posición económica, condición de migrante, refugiado o desplazado, nacimiento, afección infectocontagiosa estigmatizada, característica genética, deficiencia, sufrimiento psíquico incapacitante  o cualquier otra condición social.

ARGENTINA: El artículo 3 reescribe el artículo 24 de la Convención Americana, el 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos  y el artículo 5.a) del CERD. De su formulación no se infiere necesariamente que contemple un nivel de protección mayor.
 
México: En la lista de motivos de la discriminación, se sugiere sustituir el término “orientación sexual” por “preferencia sexual”, el cual resulta más aceptado e incluyente en el ambiente sexopolítico contemporáneo. 
México: sugiere sustituir el término “deficiencia” por “discapacidad”.
Artículo 4

Todos los seres humanos tienen derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y libertades consagrados en la presente Convención y en todos los instrumentos regionales e internacionales relativos a los derechos humanos, sea en el plano individual o colectivo, sin ninguna discriminación. Estos derechos comprenden, entre otros:

i) 
el derecho a la vida;

ii) 
el derecho a igual protección ante la ley y de la ley, que incluye el goce integral e igualitario de todos los derechos y libertades;

iii)
el derecho al respeto y la protección del honor y la dignidad inherente a su persona;

iv)
el derecho a la integridad física, mental y moral;

v) 
el derecho a la libertad y la seguridad personal, que incluye, entre otros elementos, la protección del Estado contra todas las formas de violencia o lesión corporal, mental o moral cometida por funcionarios del Estado, por cualquier individuo, grupo o institución;

vi) 
el derecho a las garantías judiciales, que incluye, entre otros elementos, el acceso a la justicia y a un recurso sencillo y rápido o a cualquier recurso efectivo, ante jueces o tribunales competentes, que los protejan contra todo acto violatorio de sus derechos fundamentales, reconocidos por la Constitución del Estado, por la ley, por los instrumentos regionales e internacionales de protección de los derechos humanos o por la presente Convención;

vii) el derecho a la discriminación positiva;
México: sugiere la eliminación del “derecho a la discriminación positiva” habida cuenta que, en cualquier sentido, la referencia denota discriminación.
viii)
el derecho a una reparación y a una justa y adecuada indemnización por actos de racismo, discriminación e intolerancia;

ix)
el derecho a la libertad de conciencia y de religión y al libre ejercicio de cultos religiosos, tanto en público como en privado;

x)
el derecho a la libertad de pensamiento y expresión;

xi)
el derecho individual y colectivo a la participación libre e informada en todas las áreas de la sociedad, en particular en asuntos que afectan o se refieren a sus intereses;
México: sugiere incluir al final de este inciso la frase siguiente: “incluyendo el derecho a la consulta y participación plena bajo el principio de consentimiento previo, libre e informado tratándose de pueblos indígenas”.
xii) 
el derecho a la identidad colectiva e individual;

xiv)
el derecho de reunión pacífica y sin armas y de libre asociación, con fines ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquier otra naturaleza;

xv)
el derecho a la nacionalidad;

xvi)
el derecho de participar, en igualdad de condiciones, en la dirección de los asuntos y en las funciones públicas de su país, incluida la toma de decisiones;

xvii)
el derecho de acceso a todos los lugares y servicios destinados al uso público, tales como los medios de transporte, hoteles, restaurantes, bares, cafés, establecimentos deportivos, centros de diversiones o espectáculos, clubes sociales abiertos al público y parques;

xviii)
el derecho a contraer matrimonio y a elegir el cónyuge, y a la convivencia familiar o social;
COSTA RICA (Procuradoría General) Los artículos 2, incisos ix) y 4, inciso  xviii) del texto de la Convención presentan problemas de constitucionalidad. VER el comentario hecho al artículo 2,ix.
xix) 
el derecho a la educación, orientada al desarrollo pleno de la personalidad y la dignidad humana, así como al fortalecimiento del respeto por los derechos humanos, la no discriminación, el pluralismo ideológico, las liberdade fundamentales, la justicia y la paz;

xx) 
el derecho a los beneficios de la cultura;

xxi)
 el derecho a la salud, que incluye el acceso universal e igualitario a sistemas públicos de salud para el fomento y la recuperación de la salud;

xxii)
el derecho a la previsión social y a los servicios sociales;

xxiii)
el derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias, a la protección contra el desempleo, a un salario igual por un trabajo igual, y a una remuneración equitativa y satisfactoria;

xxiv)
el derecho a un ambiente sano; 

xxv)
el derecho a la vivienda;

xxvi)
el derecho a la alimentación, y

xxvii) el derecho a las medidas especiales de protección que requiere la condición de niño o adolescente, menor o anciano por parte de su familia, de la sociedad y del Estado.

ARGENTINA: El artículo 4 enuncia una serie de derechos que están garantizados en otros instrumentos internacionales universales y regionales de carácter más general,  siguiendo el orden de ideas del artículo 5 de la Convención Internacional, pero no respeta ningún criterio que pueda inferirse razonablemente de ello. Además en el apartado xxvii) utiliza el término  “menor”  en lugar de  “niño”  lo que resulta incompatible con la filosofía que informa la Convención sobre los Derechos del Niño. Se estima que no resulta necesaria esta enunciación tal como se señalara más arriba.
Artículo 5

Todos los seres humanos podrán ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales y contarán con la total protección de esos derechos consagrados en los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. Los Estados reconocen que el racismo, la discriminación y la intolerancia impiden y anulan el pleno ejercicio de esos derechos.
ARGENTINA: El artículo 5 comienza con una aplicación concreta de los principios de igualdad y universalidad. Luego formula una declaración de política que, en todo caso, debe encontrar lugar en otra parte del proyecto, por ejemplo en el preámbulo.

CAPÍTULO IV

Deberes de los Estados

ARGENTINA: El capítulo de Deberes de los Estados merece el mismo comentario que el artículo 2. En la inteligencia del Anteproyecto, el artículo 2 debería dedicarse a señalar los deberes del Estado. En los primeros incisos   i) a iii)   se contempla la expresión no protegida según las normas del artículo 20.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 13.5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. La enunciación de conductas del artículo 2, apartados iv) a xxiv) podría continuarse. En esa tesitura no hay límite a la enunciación.

Artículo 6 

Los Estados partes condenan todos los actos y manifestaciones de racismo, discriminación (directa e indirecta) e intolerancia y se obligan a adoptar, de acuerdo con sus normas constitucionales y con las disposiciones de esta Convención, por todos los medios apropiados y sin demora, políticas destinadas a prevenir, sancionar y erradicar tales prácticas y se comprometen a:

México: se considera innecesario mencionar las modalidades que puede adoptar la discriminación, por lo que, a efecto de mantener uniformidad en el lenguaje, se sugiere eliminar la frase “(directa e indirecta)”. 

i)
abstenerse de realizar acciones que se destinen, de cualquier forma, directa o indirectamente, a crear situaciones de discriminación de jure o de facto;

ii)
proteger a individuos y grupos contra acciones y prácticas de terceros que, en virtud de la acción u omisión del Estado, mantengan o favorezcan situaciones discriminatorias;

iii) 
formular y aplicar una política nacional que apunte a la protección especial y a la promoción de la igualdad de oportunidades y de tratamiento a la víctimas de discriminación, en todas las actividades de la vida social, incluido, entre otros, el acceso al trabajo, el empleo, la educación, la salud, la justicia, la cultura, el deporte y la recreación;
México: sugiere incluir en dicho párrafo una referencia a la participación de la sociedad civil en la formulación de dichas políticas públicas.
iv) 
adoptar medidas o políticas públicas de acción afirmativa concebidas con miras a combatir todas las formas de discriminación, y a corregir los efectos presentes de la discriminación practicada en el pasado, teniendo por objetivo la concreción del ideal de la efectiva igualdad de acceso a bienes fundamentales o actividades de la vida social tales como, entre otros, la educación, el empleo, la salud, la justicia, la cultura, el deporte y la recreación;

v) 
estimular la adopción, en el ámbito privado, de las medidas o políticas mencionadas en los literales “iii” e “iv”;

vi)
 interrumpir la adopción de las medidas o políticas públicas mencionadas en el literal “iv”, una vez logrados los objetivos que persiguen;

vii)
crear una institución nacional independiente responsable de la promoción y control de la aplicación de los dispositivos previstos en la presente Convención, en conformidad con los Principios Relativos al Estatuto de las Instituciones Nacionales de Promoción y Protección de los Derechos Humanos (“Principios de París”), aprobados por la Asamblea General de las Naciones Unidas por resolución 48/134, el 20 de diciembre de 1993;
México: sugiere añadir la frase “o designar” después de la palabra “crear” al inicio de este inciso. Lo anterior, para el caso de que ya existan instituciones nacionales independientes en los Estados que pudieran ser designados responsables.
viii) 
promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias, así como la ejecución de programas destinados a la protección de individuos y grupos contra el racismo, la discriminación y la intolerancia;

ix) 
incorporar la perspectiva de género en todas las políticas públicas contra el racismo, la discriminación y la intolerancia, estimulando su adopción en el ámbito privado;

x) 
recabar, compilar y divulgar datos y estadísticas sobre la situación de grupos que son víctimas de racismo, discriminación e intolerancia, suministrando información sobre la composición de sus poblaciones, desagregadas por raza, color, etnicidad, nacionalidad, sexo, edad y otros factores, conforme sea apropiado, a fin de permitir, entre otras cosas, la elaboración y evaluación de políticas y programas en el campo de los derechos humanos, especialmente en lo que se refiere al combate contra el racismo y contra todas las formas de discriminación e intolerancia; 

xi) 
promulgar leyes y adoptar programas de educación que contribuyan a la erradicación del racismo, la discriminación y la intolerancia, y promuevan la integración social de todos los individuos y grupos en condiciones de igualdad;
México: Este inciso incluye obligaciones de adoptar medidas legislativas en el combate a la discriminación. Se considera necesario realizar consultas específicas en relación con el alcance de dichas medidas legislativas, en particular si éstas deben ser con enfoque preventivo, o si deben incluir el enfoque sancionador. En este sentido, habrá que determinarse si se desea mantener todas las conductas discriminatorias en el ámbito de lo civil, o si se desea que trasciendan al ámbito de lo penal. Ello resulta relevante ya que el Anteproyecto dispone la tipificación penal del delito de “odio” pero no así del racismo, discriminación o intolerancia, lo cual podría resultar contradictorio; a su vez, requiere ciertas conductas de hacer y de no hacer a cargo del Estado en materia judicial (debido proceso, reparaciones, etc.), en relación con conductas que no requiere sean tipificadas como delito. Ello es evidencia de la necesidad de revisar estos aspectos del Anteproyecto para lograr un lenguaje coherente. Se sugiere considerar los aspectos penales a partir de los desarrollos existentes en el derecho internacional, y que la probable tipificación penal de nuevas conductas como la del “odio” sea analizada de manera cautelosa, preferentemente a través de una reunión de trabajo dedicada a analizar los aspectos penales del Anteproyecto.
xii)
garantizar el igual acceso al sistema de justicia, asegurando el pago de una justa indemnización a las víctimas de racismo, discriminación e intolerancia;

xiii)
asegurar a las víctimas de racismo, discriminación e intolerancia violadas en su proyecto de vida el derecho a una reparación judicial y una justa indemnización; 
México: Realiza el mismo comentario que al inciso xi.

xiv) 
adoptar las medidas legislativas y administrativas necesarias para asegurar, en acciones judiciales relacionadas con alegados actos de racismo, discriminación e intolerancia, la inversión de la carga de la prueba, correspondiendo a los acusados probar la adopción de procedimientos y prácticas que aseguren el tratamiento igualitario, isonómico y no discriminatorio;
COSTA RICA: La norma anterior, a nuestro criterio,  roza con el principio constitucional de inocencia y limita al juez de manera inconveniente. Adicionalmente, el derecho de los derechos humanos obliga a aplicar los principios prohomine y prolibertate en la interpretación y aplicación de las normas de derechos humanos, de tal forma que en caso de duda el juez constitucional –que es a quien correspondería el análisis de tales temas-, haría aplicación de los mismos. El peso que se le de a cada prueba o indicio depende de las particularidades de cada caso concreto, que sólo el Juez puede valorar de acuerdo con las circunstancias específicas. Ahora bien, existen materias como la de los delitos sexuales o la violencia doméstica, en las que se dispone otorgar a la prueba indiciaria un peso mayor habida cuenta de que las acciones ocurren en el ámbito de la vida privada.  Entonces, en lugar de aprobar una norma como aquélla, se podría utilizar una medida como la mencionada.  En ese sentido se sugiere una nueva redacción del inciso para que el Estado Parte se comprometa a “adoptar las medidas legislativas, administrativas o de otra índole necesarias para asegurar que, en acciones judiciales relacionadas con alegados actos de racismo, discriminación e intolerancia, el juez tomará en cuenta, al valorar la prueba, que estos actos generalmente ocurren mediante prácticas ocultas y difíciles de detectar, por lo que deberá darle un mayor peso a la prueba indiciaria que el acostumbrado en el derecho común”.
México: Realiza el mismo comentario que al inciso xi.

xv)
adecuar los procedimientos nacionales para la determinación más ágil y eficaz de los casos de racismo, discriminación e intolerancia, evitando demoras injustificadas y garantizando respuestas públicas eficaces;

xvi)
asegurar la vigencia del debido proceso legal para la protección del derecho o de los derechos cuya violación sea alegada por personas o grupos víctimas;
México: Realiza el mismo comentario que al inciso xi.
xvii) promulgar leyes que estipulen que, en todos los casos de manifestaciones o prácticas delictivas, la motivación prejuiciada, discriminatoria o de odio basada en la raza, color, origen nacional o étnico, idioma, religión, sexo, edad, deficiencia física o mental, orientación sexual o cualquier otra condición semejante constituirá una circunstancia agravante; 
México: Realiza el mismo comentario que al inciso xi.
xviii) promulgar leyes que definan el delito de odio como el practicado con ánimo o motivación racial, étnico, religioso, de género, de orientación sexual, deficiencia física y mental, y otras formas semejantes de discriminación, sancionando tal práctica en el ámbito penal y civil;
México: Realiza el mismo comentario que al inciso xi.

México: En la lista de motivos de la discriminación, se sugiere sustituir el término “orientación sexual” por “preferencia sexual”, el cual resulta más aceptado e incluyente en el ambiente sexopolítico contemporáneo. 
México: sugiere sustituir el término “deficiencia” por “discapacidad”.
xix) 
asegurar que grupos particulares de no ciudadanos no sean discriminados en relación con el acceso a la ciudadanía o naturalización;

xx)
reconocer que la privación de la ciudadanía por motivos de raza, color, ascendencia u origen nacional o étnico es una violación de las obligaciones del Estado de asegurar el ejercicio no discriminatorio del derecho a la nacionalidad;

xxi)
proteger plenamente los derechos humanos universalmente reconocidos de los trabajadores migrantes y sus familiares, especialmente las mujeres y los niños, independientemente de su condición jurídica, tratándolos con humanidad, sobre todo en lo que se refiere a la asistencia y protección;

xxii) 
adoptar todas las medidas necesarias para asegurar a las víctimas de desplazamiento forzado interno, sometidas a formas agravadas de discriminación e intolerancia, el ejercicio de sus derechos humanos, sobre la base de la igualdad y la no discriminación, así como su plena integración a la sociedad, y su participación en la vida política, económica, social y cultural; 

xxiii) 
adoptar todas las medidas necesarias para asegurar a los pueblos indígenas el ejercicio de sus derechos humanos, sobre la base de la igualdad y la no discriminación, incluida su participación plena, libre e informada en todas las áreas de la sociedad, en particular en asuntos que afecten sus intereses o tengan que ver con sus intereses;
México: sugiere incluir la frase “y su consentimiento previo” después de la frase “participación plena”.
xxiv)
adoptar todas las medidas necesarias para asegurar a los afrodescendientes el ejercicio de sus derechos humanos, sobre la base de la igualdad y la no discriminación, así como para garantizar su participación en todos los aspectos políticos, económicos, sociales y culturales de la sociedad; 

xxv)
adoptar medidas de lucha contra las formas contemporáneas de racismo, destacando el racismo en el deporte, en los medios de comunicación, en la propaganda y en Internet;

xxvi)
producir sistemáticamente estadísticas vitales y análisis epidemiológicos de la morbilidad y mortalidad por enfermedades genéticamente determinadas o agravadas por las condiciones de vida de grupos étnicos o raciales determinados;

xxvii)
incentivar la investigación sobre enfermedades con incidencia en poblaciones o grupos étnicos o raciales específicos y elaborar programas de educación y de salud y campañas públicas de información que promuevan su prevención y adecuado tratamiento; 

xxviii)
adoptar medidas destinadas a asegurar a todos un medio ambiente saludable, inclusive medidas para reducir o eliminar la contaminación industrial o de otra naturaleza que afecte desproporcionadamente a determinadas comunidades o grupos y para recuperar zonas contaminadas o lugares próximos a las zonas en que se encuentran tales individuos, comunidades o grupos;

xxix)
trasladar y reasentar a los individuos o grupos mencionados en el literal anterior, sobre una base voluntaria y tras consulta previa con los citados individuos y grupos, en otras zonas, cuando no hubiera otra alternativa práctica capaz de asegurarles el bienestar y la salud;  

xxx) proteger la existencia y la identidad étnica, cultural, religiosa y lingüística de las minorías dentro de sus respectivos territorios y adoptar las medidas apropiadas para la promoción de dicha identidad; y 
México: sugiere incluir la frase “ los afrodescendientes y los pueblos indígenas” después de la palabra “minorías”.
xxxi)
derogar toda disposición legislativa y modificar toda disposición o práctica administrativa que sea incompatible con las acciones, iniciativas, medidas, políticas o programas mencionados en la presente Convención.

 
CAPÍTULO V

Mecanismos de protección

 

Artículo 7

A efectos de examinar los progresos realizados en el cumplimiento de las obligaciones contraídas por los Estados partes de la presente Convención, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y, en lo que sea pertinente, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, desempeñarán las funciones que se indican a continuación.

ARGENTINA: El artículo 7, primero del Capítulo V relativo a Mecanismos de Protección, explicita la regla general de competencia de la Comisión y la Corte Interamericanas de Derechos Humanos, señalada, entre otras, en la sentencia sobre excepciones preliminares en el caso de Las Palmeras contra Colombia.

Artículo 8
Informes periódicos
 

1.
Los Estados partes de la presente Convención se comprometen a presentar, en conformidad con lo dispuesto en este artículo, informes periódicos respecto de las medidas que hayan adoptado para asegurar el debido respeto por los derechos consagrados y el cumplimiento de las obligaciones asumidas. En particular, los Estados partes se comprometen a informar a la Comisión acerca de las medidas legislativas, judiciales, administrativas y de otro orden que hayan adoptado en la aplicación de la presente Convención a fin de prevenir, erradicar y sancionar la discriminación racial y otras formas de discriminación e intolerancia, para asistir a la persona afectada por la discriminación, así como sobre las dificultades en la aplicación de las mismas y los factores que contribuyan a la discriminación racial y a otras formas de discriminación e intolerancia.  

2.
Todos los informes serán presentados a la Comisión para que esta los examine conforme a lo dispuesto en el presente artículo.

3.
Los Estados partes se comprometen a presentar un informe a la Comisión:

a)
En el plazo de un año a contar de la fecha de entrada en vigor de la presente Convención con respecto a los Estados partes interesados;

b)
En adelante, cada dos años y toda vez que la Comisión así lo solicite; 

c) 
La Comisión podrá remitir copia de los informes enviados o de partes pertinentes de los mismos a los organismos especializados del sistema interamericano, de los cuales sean miembros los Estados partes de la presente Convención, en la medida en que tengan relación con materias que sean de la competencia de estos organismos, conforme a sus instrumentos constitutivos.

México: sugiere incorporar un inciso d) que tenga la siguiente redacción:
“d) El informe deberá estar basado en un sistema interamericano de indicadores que permita establecer el grado de compromiso, avance, resultados y logros de los Estados parte en la erradicación de la discriminación”.

4.
Los organismos especializados del sistema interamericano podrán presentar a la Comisión comentarios sobre los informes enviados por los Estados partes en relación con el cumplimiento de las disposiciones de la presente Convención en su esfera de actividades.

5.
La Comisión examinará los informes en conformidad con las normas que adopte al respecto. La Comisión podrá recibir y analizar información proveniente de cualquier fuente confiable. Podrá convocar audiencias especiales para examinar el progreso registrado en la aplicación de la Convención e intercambiar experiencias con el respectivo Estado Parte. 

6.
La Comisión podrá invitar a representantes de otros organismos especializados para estar presentes y ser escuchados en las audiencias en que sean examinadas cuestiones comprendidas en su esfera de competencia. También podrá invitar a organizaciones no gubernamentales a estar presentes y ser escuchadas en las audiencias.

7.
Al concluir el examen del informe del Estado parte, la Comisión elaborará un informe que incluirá información sobre las medidas que el Estado parte haya adoptado en la aplicación de la presente Convención, los progresos que haya alcanzado en la eliminación de todas las formas de discriminación, las circunstancias o dificultades que haya enfrentado en la implementación de la Convención, así como las conclusiones, observaciones y recomendaciones de la Comisión para el cumplimiento de la misma.

8.
La Comisión remitirá sus informes y los comentarios generales que considere oportunos a los Estados partes. La Comisión también los remitirá a la Asamblea General y a los organismos especializados interamericanos. 

9.
Una vez remitidos a la Asamblea General, la Comisión podrá divulgar públicamente los informes y comentarios mencionados en los numerales 7 y 8 del presente artículo.

ARGENTINA: El mecanismo de informes periódicos del artículo 8 supone una reedición de lo previsto en el ámbito de la ONU. De mantenerse así, significa un “cortar y pegar”  que sólo supone dispendio de tiempo y esfuerzo y nulo beneficio. Sin perjuicio de la revisión de los órganos de tratados y de sus mecanismos, no parece razonable reeditar aquí lo que 32 de los 34 estados miembros de la OEA deben presentar al CERD.

Artículo 9
Informes anuales y especiales de la Comisión
1.
En conformidad con sus atribuciones, la Comisión procurará analizar en su informe anual la situación que prevalezca en los Estados partes en lo que respecta a la prevención y eliminación de la discriminación racial y otras formas de discriminación e intolerancia.

2.
También podrá preparar informes especiales sobre todos los Estados partes, o sobre algún Estado parte en particular, sobre cualquier tema relativo a la presente Convención.

ARGENTINA: El artículo 9 forma parte de las competencias que ya tiene la CIDH según los artículos 41.d) y 42 de la Convención Americana.

Artículo 10
Sistema de peticiones individuales
Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión peticiones que contengan denuncias o quejas de violación de la presente Convención por un Estado parte, y la Comisión las considerará de acuerdo con las normas y requisitos de procedimiento para la presentación y consideración de peticiones estipulados en la Convención  Americana sobre Derechos Humanos y en el Estatuto y Reglamento de la Comisión, según corresponda.

ARGENTINA: El artículo 10 reescribe el artículo 44 de la Convención Americana. Lo mismo sucede en relación con los artículos 11, 12, 13, 14 y 15. De allí que la norma prevista para el artículo 7 cubra holgadamente estos supuestos.
Artículo 11
Investigación in loco
En casos de violaciones de la presente Convención consideradas de naturaleza grave y urgente por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, esta podrá realizar una investigación in loco en el Estado en cuyo territorio se alegue la práctica de tales actos, para cuya eficaz realización solicitará, y el Estado de que se trate le proporcionará, todas las facilidades necesarias.
ARGENTINA: El artículo 10 reescribe el artículo 44 de la Convención Americana. Lo mismo sucede en relación con los artículos 11, 12, 13, 14 y 15. De allí que la norma prevista para el artículo 7 cubra holgadamente estos supuestos.
  

Artículo 12
Denuncias interestatales

1.
 Todo Estado parte podrá, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación de la presente Convención o de adhesión a la misma, o en cualquier momento posterior, formular la declaración a que se refiere el ARTICULO 45 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, reconociendo la competencia de la Comisión para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado parte alegue que otro Estado parte ha incurrido en violación de los derechos establecidos en la presente Convención.

2. 
Las declaraciones serán depositadas en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, la cual remitirá copia de las mismas a los Estados miembros de esta Organización.

ARGENTINA: El artículo 10 reescribe el artículo 44 de la Convención Americana. Lo mismo sucede en relación con los artículos 11, 12, 13, 14 y 15. De allí que la norma prevista para el artículo 7 cubra holgadamente estos supuestos.
Artículo 13
Competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos

1.
En conformidad con los artículos 51, 61 y correlativos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Comisión o el Estado parte podrá someter un caso a la consideración de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, siempre que el Estado haya formulado la declaración a que se refiere el ARTICULO 62 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

2.
Todo Estado parte que no haya formulado la declaración a que se refiere el artículo 62 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos puede, en el momento del depósito del instrumento de ratificación de la presente Convención o de adhesión a la misma, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce como obligatoria de pleno derecho y sin convención especial la competencia de la Corte sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de la presente Convención. 

3.
La declaración puede ser hecha incondicionalmente o a condición de reciprocidad, por un plazo determinado o para casos específicos. Deberá ser presentada al Secretario General de la Organización, quien remitirá copia de la misma a los Estados miembros de la Organización y al Secretario de la Corte.

ARGENTINA: El artículo 10 reescribe el artículo 44 de la Convención Americana. Lo mismo sucede en relación con los artículos 11, 12, 13, 14 y 15. De allí que la norma prevista para el artículo 7 cubra holgadamente estos supuestos.
Artículo 14
Opiniones Consultivas
Los Estados partes de la presente Convención y la Comisión podrán requerir a la Corte Interamericana de Derechos Humanos opiniones consultivas sobre la interpretación de la presente Convención.   
ARGENTINA: El artículo 10 reescribe el artículo 44 de la Convención Americana. Lo mismo sucede en relación con los artículos 11, 12, 13, 14 y 15. De allí que la norma prevista para el artículo 7 cubra holgadamente estos supuestos.
 

Artículo 15
Consultas y cooperación técnica 

Los Estados partes podrán formular consultas a la Comisión en cuestiones relacionadas con la efectiva aplicación de la presente Convención. Asimismo, podrán solicitar a la Comisión asesoramiento y cooperación técnica para asegurar la aplicación efectiva de cualquiera de las disposiciones de la presente Convención. La Comisión, dentro de sus posibilidades, les brindará asesoramiento y asistencia cuando le sean solicitados.

ARGENTINA: El artículo 10 reescribe el artículo 44 de la Convención Americana. Lo mismo sucede en relación con los artículos 11, 12, 13, 14 y 15. De allí que la norma prevista para el artículo 7 cubra holgadamente estos supuestos.
 

Artículo 16
Medidas de alerta anticipada y procedimientos de emergencia 
1.
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, atento a lo dispuesto en el ARTICULO 62 da la Convención Americana sobre Derechos Humanos, podrán adoptar medidas de alerta anticipada y procedimientos de emergencia a fin de prevenir graves violaciones a la presente Convención.

2.
Las medidas de alerta anticipada procuran evitar que casos existentes de racismo, discriminación e intolerancia den lugar a conflictos, actos generalizados de violencia contra una persona o grupo en función de alguna de las condiciones definidas en el ARTICULO 1.2 de esta Convención o a la práctica del crimen de genocidio.

3.
Los procedimientos de emergencia procuran responder a hechos que requieran la inmediata atención de la Comisión y de la Corte con miras a prevenir o a contener graves violaciones de la presente Convención.

ARGENTINA: El artículo 16 refiere a un mecanismo de alerta anticipada aunque remite a la norma del artículo 62 de la Convención Americana que faculta a la CIDH a solicitar a la Corte IDH medidas provisionales por la vía incidental.
 

Artículo 17

La presente Convención deja a salvo lo dispuesto por la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por otras convenciones sobre la misma materia y por el Estatuto y el Reglamento de la Comisión en relación con el principio de igualdad y no discriminación, incluida su facultad de solicitar la adopción de medidas cautelares y de efectuar visitas in loco a los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos.

 

Artículo 18

La Comisión, de acuerdo con las normas que regulan su funcionamiento y autonomía, considerará la creación de un mecanismo de trabajo más apropriado para dar cumplimiento a las facultades establecidas en la presente Convención. El Secretario General proporcionará a la Comisión el apoyo necesario para el desempeño de las funciones establecidas en la presente Convención.

 

CAPÍTULO VI

Disposiciones generales

 

Artículo 19
Interpretación
1.
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado en el sentido de restringir o limitar la legislación interna de los Estados partes que ofrezca protecciones y garantías iguales o mayores a las establecidas en la Convención.

2.
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado en el sentido de restringir o limitar la Convención Americana sobre Derechos Humanos u otras convenciones internacionales sobre la materia que ofrezcan protecciones iguales o mayores en esta materia.

Artículo 20
Depositario
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 21
Firma y ratificación
1.
La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos. 

2.
La presente Convención está sujeta a ratificación o adhesión por parte de los Estados signatarios de acuerdo con sus respectivos procedimientos constitucionales. Los instrumentos de ratificación o adhesión serán depositados en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 22
Entrada en vigor
1.
La presente Convención entrará en vigor al trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación de la Convención en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 

2.
Para cada Estado que ratifique la Convención después que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención entrará en vigor al trigésimo día a partir de la fecha en que dicho Estado haya depositado el instrumento correspondiente.

COSTA RICA (Procuradoría General): la redacción del numeral 22, al señalar que la Convención entrará en vigencia al trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación en la Secretaría de la OEA, se engarza dentro de una corriente que busca acelerar la entrada en vigencia de estos Instrumentos, v. gr.: el Protocolo a la Convención Americana relativa a la Abolición de la Pena de Muerte, aprobado mediante Ley n.° 7747 de 23 de febrero de 1998, la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzosa de Personas, la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, aprobada mediante Ley n.° 7934 de 28 de octubre de 1999 y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belem do Para”, aprobada mediante Ley n.° 7499 de 02 de mayo de 1995.

Artículo 23
Enmiendas
1.
Cualquier Estado podrá formular propuestas de enmienda a esta Convención. Estas propuestas serán presentadas a la Secretaría General de la OEA para su distribución entre los Estados partes.

2.
Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha en que dos tercios de los Estados partes hayan depositado el respectivo instrumento de ratificación. En cuanto al resto de los Estados partes, entrarán en vigor en la fecha en que hayan depositado sus respectivos instrumentos de ratificación.

Artículo 24
Reservas
Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención en el momento de ratificarla o de adherir a la misma, siempre que no sean incompatibles con el objeto y el propósito de la Convención y versen sobre una o más de sus disposiciones específicas.

Artículo 25
Denuncia
La presente Convención permanecerá en vigor indefinidamente, pero cualquiera de los Estados partes podrá renunciar a ella. El instrumento de renuncia será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento de renuncia, la Convención cesará sus efectos para el Estado renunciante, y permanecerá en vigor para los demás Estados partes. La renuncia no eximirá al Estado parte de las obligaciones impuestas por la presente Convención en relación con toda acción u omisión ocurrida antes de la fecha en que la renuncia haya entrado en vigor.

Artículo 26
Protocolos Adicionales

Cualquier Estado parte podrá someter a consideración de los Estados partes reunidos en ocasión de la Asamblea General proyectos de protocolos adicionales a esta Convención, con la finalidad de incluir progresivamente otros derechos en el régimen de protección de la misma. Cada protocolo adicional debe fijar las modalidades de su entrada en vigor, y se aplicará solamente entre los Estados partes del mismo.
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